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 Resumen 
Los pueblos indígenas, según el Convenio 169 de la OIT (1989), la 
Declaración de la ONU (2007) y de la OEA (2016) sobre los derechos de los 
pueblos indígenas, tienen derecho al reconocimiento de su derecho 
consuetudinario, sus sistemas jurídicos, sus costumbres y tradiciones, salvo 
que sean contrarias a los derechos establecidos por el Estado como 
fundamentales y a los derechos humanos. La costumbre y el derecho propio 
de los pueblos indígenas, es la fuente de sus sistemas sancionatorios, 
marcándose una diferencia con el sistema penal estatal.  
 
En los sistemas penales o sancionatorios indígenas, la conducta penal 
importa romper la armonía comunitaria, luego la sanción penal tiene por 
finalidad restaurar esa armonía y reincorporar al individuo a la comunidad, 
por lo que la sanción más gravosa es su expulsión de la comunidad. 
Asimismo, en estos sistemas, la aplicación de las penas privativas de la 
libertad, deben considerar la vinculación del individuo con sus costumbres y 
cosmovisión.  
 
Revisadas la legislación de Colombia, Costa Rica, Ecuador, México 
(Estados de Quintana Roo y Chiapas) y Perú,  países que han ratificado en 
Convenio 169 de la OIT y han reconocido  constitucionalmente los derechos 
de los pueblos indígenas, se advierte falta de norma marco sobre: i) la 
ejecución de las sanciones penales propias; ii) ejecución de las penas 
privativas de libertad; iii) interacción de los sistemas sancionatorios 
indígenas y el estatal; y iv) el cumplimiento de penas privativas de libertad 
en centros penales estatales.  
 
Respecto de estos temas, a modo ejemplar, se podría concluir que  i) se 
reconoce la igual jerarquía de la jurisdicción penal indígena y estatal 
(Bolivia); ii) la prisión preventiva, algunas formas de arrestos, deben 
cumplirse en recintos especiales (Colombia); iii) se declara extinguida la 
acción penal cuando se acepta la resolución del conflicto propuesta por la 
comunidad (México); iv) autoridades comunitarias pueden ejercer funciones 
jurisdiccionales dentro de su territorio conforme a su derecho 
consuetudinario (Perú); y v) el respeto de los derechos humanos y 
fundamentales, el de las mujeres, niños, niñas y adolescentes, entre otros. 
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Introducción 

La aplicación por parte de los pueblos indígenas y tribales de sus sistemas de justicia, en conformidad 

a su derecho consuetudinario,  se encuentra reconocida en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes (en adelante Convenio 169) de la OIT (1989); la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (en adelante DNUPI), de 2007; y la 

Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas (en adelante DADPI), de 2016. 

 

En la legislación comparada de algunos de los Estados que han ratificado el Convenio 169 de la OIT1, 

se observa el reconocimiento de los elementos que forman parte de los sistemas sancionatorios o 

penales consuetudinarios de los pueblos indígenas o formas de resolución de sus conflictos internos, 

en conformidad con sus costumbres y cosmovisión, situando al individuo en una conexión inescindible 

con su comunidad, por lo que el delito representa la ruptura con la comunidad, por tanto, la pena persigue 

restaurar la convivencia comunitaria y no solo sancionar al delincuente, aspecto que se evidencia en el 

tipo y la forma de aplicar las penas por parte de las autoridades u organizaciones de la comunidad (Borja, 

2009; Regalado, 2012; Villegas: 2014).   

 

El presente documento, de acuerdo a lo solicitado, aborda las formas y medidas adoptadas por Bolivia, 

Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y en este caso, los Estados de Quintana Roo y Chiapas, y Perú, 

sobre los alcances de los artículos 9 y 10 del Convenio 169 de la OIT, particularmente, en lo que dice 

relación con el proceso penal, ejecución de las penas de personas indígenas en recintos especiales y 

órganos jurisdiccionales. Se deja expresa constancia que en el documento sólo se analizan aquellos 

países que han ratificado el Convenio 169. 

 

Para cumplir con el requerimiento del solicitante, el trabajo se estructura en cuatro partes. La primera 

de índole general, da cuenta del concepto y aspectos generales del sistema penal o sancionatorio 

indígena; la segunda, aborda sus relaciones con el sistema penal estatal, las penas y la formas de 

resolución de conflictos; la tercera, dedicada al estudio de los aspectos antes mencionados en la 

legislación interna de los Estados que se señalaron; y finalizando con un cuadro resumen de la 

legislación comparada analizada en la sección tercera. 

 

Como fuentes de información se han considerado bibliografía académica especializada y la legislación 

respectiva de los países que comprende el presente informe. 

 

I. Aspectos generales sobre el sistema penal o sancionatorio Indígena 

 

1. Concepto 

                                                

1 A octubre de 2022, el Convenio ha sido ratificado por 24 países. Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
Ratificación del C169 - Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169). Disponible en: 
http://bcn.cl/37ufj (octubre, 2022). 

http://bcn.cl/37ufj
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En términos generales, las expresiones “sistema jurídico indígena”, “derecho consuetudinario indígena”, 

“justicia propia indígena”, “costumbre jurídica o legal” o “sistema jurídico alternativo”, hacen referencia 

a:  

“un conjunto más o menos organizado de prácticas sociales históricas (de profundo contenido 

ideológico propio de determinada cultura indígena) que amoldadas a circunstancias coyunturales 

sirven de amparo a una organización social indígena que considera ciertos elementos para exigir 

internamente el cumplimiento de lo que se podría llamar una especie de “derecho indígena propio”. 

Esto es impulsado dentro de la comunidad indígena por personas de la comunidad que estén 

legitimadas para ello” (Chacón, 2005: 124-125). 

El derecho consuetudinario indígena, constituye el derecho a darse su propia justicia, entendida esta 

como sistema jurídico, integrado por normas jurídicas y valores que lo definen (Chacón, 2005: 128-130). 

Por tanto, podría ser concebido como: 

 “un sistema jurídico propio conformado por conjuntos diversos de normas, procedimientos, 

prácticas y valores, diferentes autoridades comunales (originarias y sindicales), y las comunidades 

que conocen y reconocen a esas autoridades y su legitimidad para la aplicación de dichas normas, 

procedimientos y valores, en la resolución de conflictos y la regulación, en sentido amplio, de la 

vida de las comunidades” (Bazurco y Exeni, 2012: 53). 

Con expresiones como “justicia indígena” o “derecho indígena”, no se hace referencia a un “método 

alternativo de resolución de litigios como son los casos de arbitraje, conciliaciones, jueces de paz, justicia 

comunitaria. Estamos ante una justicia ancestral de pueblos originarios anclada en todo un sistema de 

territorios, de autogobierno, de cosmovisiones propias” (Santos, 2012:22). Sin embargo, ella puede ser 

considerada como complemento de la justicia estatal y viceversa y como una forma de resolución de 

conflictos eficiente y accesible para la comunidad, considerando el menor formalismo jurídico y una 

participación efectiva en la solución de los conflictos, utilizando modos de resolución como la mediación 

y la conciliación, los que forman parte de la justicia alternativa y restaurativa (Valiente, 2012: 76-77). 

2. Sistema penal o sancionatorio indígena 

La expresión “derecho penal indígena” es la utilizada por la doctrina para abordar el tema. Sin embargo, 

ella es considerada por Villegas y Mella-Seguel, incorrecta, puesto que se trataría de una diversidad de 

sistemas sancionatorios caracterizados porque “varían no solo de un continente a otro, o de un país a 

otro, sino de una comunidad a otra, incluso dentro de una misma agrupación étnica y territorial” (2017: 

71), por tanto, desde su perspectiva, la expresión que mejor reflejaría la realidad es: “sistemas 

sancionatorios indígenas”, definidos como “el conjunto de normas que reprueban cierta conductas y 

atribuye consecuencias a dicho comportamiento (…) [en] un procedimiento para determinar la inocencia 

o culpabilidad del acusado y adjudicar una consecuencia a cargo de una autoridad de la propia 

comunidad” (2017: 71). 

Los procesos desarrollados en los sistemas sancionatorios indígenas, normalmente  

“concluyen en conciliación, construcción de acuerdos y salidas negociadas; sin negar que en los 

mismos se utilicen algunas medidas coercitivas que, por lo general, son conocidas y aprobadas, 

estas no suelen ser la sanción final, sino parte del proceso para modificar las perspectivas de los 
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involucrados, a fin de mover a los sujetos de una perspectiva unidimensional sobre los hechos que 

están quebrantando el orden comunitario” (Martínez, 2012: 40-41). 

Los sistemas sancionatorio indígenas, por otra parte, se diferencian del derecho penal estatal, en que el 

centro de protección es la comunidad (Villegas, 2014: 217) y sus principios rectores están constituidos 

por “el de equilibrio de las fuerzas de la comunidad o de la paz social y el de reciprocidad” (Villegas, 

2014: 218). La exigencia del respeto de aquellos principios que forman parte del Derecho penal estatal, 

por ejemplo, el de legalidad, sin considerar las diferencias de los sistemas de vida, cultura, del existir 

cotidiano y transcendental (Borja, 2009: 14), no sería posible; pero debería “alcanzar mínimamente los 

fundamentos del principio de legalidad penal, esto es, seguridad jurídica, representación democrática e 

igualdad de todos los ciudadanos (Borja, 2009: 14). 

La costumbre es la principal fuente de producción de normas en el sistema penal indígena. En este 

sentido la legalidad, se apartaría de los estándares generados a partir del poder monopólico de creación 

de normas jurídicas estatal. Siendo así, el sistema penal indígena podría “ser concebido simplemente 

como la previsión o la costumbre de determinado pueblo en el juzgamiento de cierta conducta” (Ávila, 

2013: 949). Asimismo, se afirma que este sistema atentaría contra el principio de inocencia, pero la 

cohesión social comunitaria permitiría un estricto escrutinio de los actos de sus integrantes, 

determinándose con acierto la conducta del infractor (Ávila, 2013: 952). 

La función del Estado, en relación con los sistemas sancionatorios indígenas, sería, según opinan 

Martínez y Padilla (2020: 44) hacer posible su ejercicio por parte de actores comunitarios, reconociendo 

la diversidad de principios y valores, protegerla y promover los instrumentos particulares para la 

resolución de los conflictos en que la justicia formal no llegue o no es capaz de proporcionar una justicia 

adecuada a los contextos culturales propios. 

3. Acceso a la justicia indígena y el derecho internacional de los Derechos Humanos 

Los derechos de los pueblos indígenas, como se dijo, son reconocidos, principalmente, en tres 

instrumentos específicos: el Convenio N° 169 de la OIT (1989) y la Declaración de las Naciones Unidas 

(2007) y la Declaración Americana (2016), sobre los derechos de los pueblos indígenas. El Convenio 

169, se funda en dos principios básicos: i) el derecho a mantener y fortalecer sus culturas, formas de 

vida e instituciones propias, y ii) el derecho a participar efectivamente en las decisiones que les afectan 

en conformidad a su cosmovisión y derecho consuetudinario (OIT, 2014:8). 

En lo que concierne al acceso a la justicia, el artículo 8 del Convenio 169 dispone que el Estado al aplicar 

su legislación nacional a los pueblos interesados, debe considerarse sus costumbres o su derecho 

consuetudinario; conservar sus costumbres e instituciones propias, salvo que sean incompatible con los 

derechos fundamentales del sistema jurídico nacional y con los derechos humanos2. Con la limitación 

antes dicha, se deben respetar los métodos a que tradicionalmente los pueblos recurren para reprimir 

los delitos cometidos por sus miembros; debiendo las autoridades y tribunales encargadas de resolver 

cuestiones penales, considerar las costumbres de los pueblos en la materia3. Asimismo, se deben tener 

en cuenta las características económicas, sociales y culturales para la aplicación de las sanciones 

                                                

2 Convenio 169, art. 8. 
3 Convenio 169, art. 9. 
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penales establecidas en la legislación general, dando preferencia a formas de sanción distintas al 

encarcelamiento4.  

El Convenio 169, establece además, el deber de prohibición y sanción de servicios personales 

obligatorios de cualquier índole, remunerados o no, a integrantes de los pueblos indígenas, excepto los 

casos previstos para todos los ciudadanos5, y para asegurar el respeto efectivo de sus derechos, los 

pueblos interesados podrán iniciar procedimientos legales, sea personalmente o por medio de órganos 

representativos. Asimismo, se deben tomar medidas con el fin de garantizar que los miembros de dichos 

pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles el uso de 

intérpretes u otros medios eficaces6.  

La Declaración de la ONU como la Americana citadas, abordan con más precisión los aspectos 

relacionados con el tópico en análisis. Así, la Declaración de la ONU, junto con reconocer el derecho de 

los pueblos indígenas a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, 

sociales y culturales7, establece, entre otros, su derecho a promover, desarrollar y mantener sus 

estructuras institucionales y sus costumbres, espiritualidad y tradiciones, procedimientos, prácticas, sus 

costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos8 

y a determinar las responsabilidades de los individuos para con sus comunidades9. Asimismo, reconoce 

el derecho de los pueblos indígenas a procedimientos equitativos y justos de resolución de conflictos 

con el Estado u otras partes, a una decisión pronta y una reparación efectiva de los derechos individuales 

y colectivo, para los cual se deben tener en cuenta sus costumbres, las tradiciones, las normas y los 

sistemas jurídicos y las normas de internacionales de derechos humanos10. 

La Declaración Americana, por su parte, manifiesta el reconocimiento y respeto del derecho de los 

pueblos indígenas a sus sistemas o instituciones jurídicas, debiendo el Estado, con la participación plena 

y efectiva de los pueblos indígenas, promover la coexistencia armónica de los derechos y sistemas de 

los grupos poblacionales y culturas11. Asimismo, la DADPI, reconoce el derecho de los pueblos a 

promover y mantener sus costumbres o sistemas jurídicos y establece que el derecho y los sistemas 

jurídicos indígenas, se deben reconocer en orden jurídico nacional, regional e internacional, y se les 

reconoce el derecho a igual protección y beneficios de la ley, debiendo el Estado, en conjunto con los 

pueblos indígenas, tomar medidas para asegurar este objetivo12. Por otra parte, y tal como lo hacen los 

demás instrumentos analizados, la DADPI declara el derecho de los pueblos al reconocimiento y respeto 

de todas las formas de vida, cosmovisiones, espiritualidad, usos, costumbres, normas y tradiciones, 

formas de transmisión del conocimiento, prácticas, etc.13. 

 

                                                

4 Convenio 169, art. 10. 
5 Convenio 169, art. 11. 
6 Convenio 169, art. 12. 
7 DNUPI, art. 5. 
8 DNUPI, art. 34. 
9 DNUPI, art. 35 
10 DNUPI, art. 40. 
11 DADPI, art. VI. 
12 DADPI, art. XXII. 
13 DADPI, art. XIII. 3 
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II. Los Sistemas Sancionatorios o Penales Indígenas 

 

1. Relaciones entre los sistemas sancionatorios indígenas y el sistema penal estatal 

 

Siguiendo a Villegas y Mella-Seguel (2017), se pueden identificar como posibles formas de relación entre 

la justicia estatal y la justicia indígena: i) negación de la existencia de otra justicia distinta a la estatal (si 

la negación proviene del Estado, se ignora la autoridad indígena y se desconoce la validez de sus 

decisiones e incluso se le criminaliza); ii) la coexistencia diferenciada y distanciamiento; iii) la 

reconciliación (la justicia oficial reconoce a la justicia indígena y le otorga dignidad por haber sido 

ignorada y reprimida en el pasado); y iv) la convivialidad (reconocimiento y enriquecimiento mutuo, 

respeta las autonomías y jurisdicciones respetivas) (137). 

 

Para Valiente (2012), el acceso a la justicia para los pueblos indígenas tiene dos vertientes: la primera 

consiste en acceder a su propia justicia tradicional o jurisdicción indígena, aplicando sus formas de 

resolver los conflictos sociales; y la otra, el acceso a la justicia formal del Estado, lo que requiere el 

ejercicio de derechos como una defensa adecuada, inclusión de intérpretes, peritos, abogados 

especializados, etc. (61-62).  

 

La primera fuente, se confronta con el sistema penal estatal y se les exige cumplir, desde la perspectiva 

occidental, aquellos principios considerados universales e imprescindibles en todo sistema jurídico, sin 

los cuales no sería posible estructurar un sistema punitivo (Borja, 2009:13). Sin embargo, estas 

exigencias no podrían ser demandas sin considerar que las comunidades indígenas se desenvuelven 

en “ámbitos sociales con sistemas de vida, de cultura, de comprensión del existir cotidiano y 

trascendental tan diferentes a la concepción social, política y cultural del mundo occidental” (Borja, 2009: 

14).  

 

Con todo, en los sistemas penales indígenas es posible distinguir: i) normas; ii) instituciones; y iii) 

procedimientos, que constituyen, además, un sistema de reparación y castigo (Corte Suprema México, 

2014: 16). Sus principios rectores son: i) el de equilibrio de las fuerzas de la comunidad o de la paz 

social; y ii) el de reciprocidad; distintos a los que inspiran el derecho penal estatal: la presunción de 

inocencia, legalidad, culpabilidad por el hecho propio, personalidad de la pena (Villegas, 2014: 218 y 

235).  

 

Siguiendo a Borja (2009), sería posible identificar en los sistemas sancionatorios indígenas los principios 

fundamentales del derecho penal estatal. Así, por ejemplo, el origen de la legalidad de la pena, se 

encontraría en la costumbre y no en una norma emanada de un parlamento, porque no existen; el 

Cabildo o Consejo, el lego que conoce las reglas y norma consuetudinarias, la comunidad, el jefe, etc., 

ocupan el rol de jueces, abogados y fiscales del sistema penal estatal; la seguridad jurídica tampoco se 

vería afectada, al aplicarse a un grupo reducido que conocería el ámbito de lo prohibido y la 

consecuencia de la infracción, por tanto, no se prescindiría del principio de legalidad, sino que adquiere, 

en las comunidad indígenas, una dimensión diversa en el ámbito jurídico-penal (13-14). 

 

Algunos autores, por ejemplo, Valiente (2012), no obstante reconocer que la “justicia indígena” sería 

“menos burocráticas, [por] atender con mayor cuidado a la víctima, ser más comprensibles para los 
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usuarios, burocráticas, atender con mayor cuidado a la víctima, ser más comprensibles para los 

usuarios, y no basarse en la judicialización de los problemas sociales, sino en la búsqueda del 

restablecimiento de equilibrios” (73-74), requiere que se coordine de manera efectiva con la justicia 

estatal, garantizando la efectividad del derecho y el respeto de los derechos fundamentales, fijando con 

claridad sus ámbitos de competencia. Asimismo, se debería reconocer la capacidad de ambas para 

actuar simultánea y autónomamente diferenciada. Finalmente, se requiere el respeto del principio de 

interculturalidad, puesto que cada cultura tiene formas diversas de resolver sus conflictos con base a su 

cosmovisión (74-75).  

 

2. Infracciones y penas en el sistema sancionatorio indígena 

Las conductas consideradas infracciones en el sistema penal indígena podrían ser estimadas 

equiparables a aquellas establecidas en el derecho penal estatal. Así, por ejemplo, “[h]echos punibles 

contra la vida, la integridad física, la libertad sexual o el patrimonio, son sancionados en uno y otro 

ordenamiento” (Borja, 2009: 20). Sin embargo, las distintas cosmovisiones y concepciones sobre el fin 

de la pena, explicarían que “conductas que para occidente no son punibles, o pertenecen al ámbito de 

lo privado, como el adulterio, la ociosidad, la cobardía o la traición, son castigadas en las comunidades 

indígenas” (Villegas, 2014: 218). 

Entre las sanciones que se pueden identificar en los sistemas sancionatorios indígenas, aunque 

variables en cuanto su nombre y número de sistemas (o de pueblos), se pueden señalar las siguientes:  

• Multas, 
• Devolución de los objetos robados, 
• Indemnizaciones, 
• Ejercicios físicos, 
• Multas económicas, 
• Pago de los daños a través del trabajo comunal, 
• Baño con agua fría, 
• Castigo con ortiga, el fuete o látigo, los pencazos, 
• Trabajos en las comunidades, 
• Pérdida de sus derechos comunales; excepcionalmente se aplica la expulsión de la Comunidad, 
considerado también como una de las sanciones más graves (Regalado, 2012: 100-101). 

 

La restauración del estado de cosas anterior al hecho delictivo, el restablecimiento de la armonía 

comunitaria y la convivencia de la comunidad, serían los fines de la pena en los sistemas sancionatorios 

indígenas. En consecuencia, las penas buscan prevenir la alteración o la mantención la armonía 

comunitaria, pudiendo estar constituidas por tres elementos básicos: i) reparación del daño; ii) la pena o 

castigo; y iii) la amenaza de una pena mayor. Asimismo, el restablecimiento de la paz, garantiza el orden, 

la vigencia de la autoridad y la rectificación de la conducta de quienes infringen las normas comunitarias 

(Regalado, 2012: 99-100).  

La reincorporación del condenado a la comunidad mediante la aplicación de la pena, admitiendo su error 

ante sus autoridades, persigue que el infractor logre la paz consigo mismo y su sociedad nativa (Borja, 

2009; 18). En este sentido, la pena sería una “pena-penitencia”, con un efecto retributivo del mal causado 

y otro restaurativo de la fuerza y equilibrios comunitario. Este aspecto se observa también en la 

aplicación de los trabajos de beneficio de la comunidad, que permite al sujeto centrarse en su 
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comportamiento y en reforzar su conciencia sobre el daño cometido a la comunidad (Villegas, 2014: 

221). 

El significado de la pena para la comunidad y el sujeto infractor, según Villegas (2014), en el contexto 

de la cosmovisión indígena, en no pocas ocasiones tendría un sentido “purificador”, tal sucedería, según 

la autora, por ejemplo: 

 “…respecto de la aplicación de penas corporales como las de fuete (Colombia), los latigazos, el 

baño de agua fría y la ortiga (Chimborazo, Ecuador). En ellas el infractor es castigado en presencia 

de toda la comunidad, a fin de que comprenda que su hecho ha afectado el equilibrio de todos, 

cada golpe (generalmente aplicado por algún familiar del penado o alguna persona a quien la 

comunidad le reconozca autoridad) va acompañado de un consejo (en este sentido es una pena 

correctiva)” (Villegas, 2014: 219). Cursiva del original. 

3. Ejecución de las sanciones penales privativas y no privativas de la libertad 

a) Ejecución de las sanciones penales no privativas de la libertad 

A pesar de las diferencias existentes entre los sistemas penales indígenas, estos comparten 

determinadas características básicas, particularmente, su finalidad, la cual se vincula con la cosmovisión 

comunitaria, en las que se percibe al individuo al interior de la comunidad, de ahí que la sanción más 

gravosa, sea, generalmente, su expulsión; por lo que el delito importa un desequilibrio y la pena busca 

restablecerlo, y es por eso que la cárcel no sea una medida adecuada: aislar al individuo no restablecería 

la armonía y el equilibrio comunitario (Ávila, 2013: 954-955). 

Ahora bien, ¿cómo se ejecutan las penas en estos sistemas? A diferencia del sistema penal estatal, 

según ya se dijo, cada comunidad o pueblo, con base en su derecho consuetudinario, determina las 

penas y la forma en que estas se aplican14. Borja (2009), ofrece una serie de ejemplo, entre ellos, el 

trabajo en beneficio de la comunidad: “[c]uando el delito no es de gran entidad, esta sanción suele 

establecerse consultando al reo y tras un proceso de mediación con intervención de la víctima o de sus 

parientes y de las propias autoridades indígenas. En los delitos más graves, el consentimiento del 

infractor es irrelevante y la pena se convierte en trabajos forzados” (28). Esta forma de actuar 

comunitario, permite: i) el respeto de los principios sociales y jurídicos del sistema; ii) que el reo no pierda 

el contacto con el entorno familiar y social; y iii) realiza un trabajo siempre en beneficio de la comunidad 

(Borja, 2009: 28-29). 

Para aplicar una sanción pecuniaria se realiza una negociación entre el infractor y la víctima, con una 

mediación de las autoridades indígenas que deben aprobar el acuerdo. Procede tratándose de delitos 

no tan graves, por ejemplo, injurias, pequeños robos y hurtos, lesiones de pequeña consideración, 

                                                

14 Con matices, la doctrina académica al tratar el tema sobre las penas y su ejecución en los sistemas 
sancionatorios indígenas, hace referencia al respeto de los derechos humanos. Borja (2009), explica que existiría 
“un conflicto entre el principio de diversidad étnica y cultural, que obliga al poder público a preservar el derecho a 
la diferencia y al mantenimiento de la propia idiosincrasia del grupo humano aborigen, y el principio de 
reconocimiento de los derechos humanos al mismo indígena, que exige del Estado la tutela correspondiente” (31). 
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homicidios involuntarios, etc., aunque es posible que se aplique en delitos de mayor gravedad en 

algunas comunidades, como homicidio (Borja, 2009: 29).  

b) Ejecución de las penas privativas de la libertad 

La ejecución de las sanciones penales del sistema indígena, en atención a su gran diversidad, requiere 

hacer una referencia a sus relaciones con el sistema penal estatal. Sarre y Figueroa (2019) sostienen 

que las sanciones penales, en cuanto a su ejecución deben articularse en relación a: i) la ejecución de 

penas no privativas de la libertad (para personas indígenas y no indígenas, por autoridades indígenas; 

ii) la ejecución de penas privativas de la libertad, en los mismos supuestos; y, iii) la ejecución de penas 

privativas de la libertad, impuestas a personas indígenas por autoridades no indígenas (4). 

Asimismo, se debería considerar que las penas privativas de la libertad, generarían el aislamiento del 

sujeto de su medio social tradicional, con impactos negativos tras el cumplimiento de la condena, “en 

definitiva, pérdida del equilibrio y de la paz social, valores fundamentales en el sistema social de los 

pueblos originarios” (Borja, 2009: 28). Además, la privación de la libertad podría afectar a otros derechos, 

que podrían afectar a la comunidad, por ejemplo, el ejercicio de las funciones derivadas del status de 

autoridad ancestral o espiritual. 

La Corte IDH, en la sentencia del caso Norín Catrimán y otros vs. Chile, de 2014, resalta las dificultades 

para mantener las relaciones entre las personas privadas de libertad y sus familiares por “ser la reclusión 

de personas en centros penitenciarios extremadamente distantes de sus domicilios o de difícil acceso 

por las condiciones geográficas y de las vías de comunicación, resultando muy costoso y complicado 

para los familiares el realizar visitas periódicas” (párr. 408). Agrega la Corte, que tratándose de “las 

personas indígenas privadas de libertad la adopción de esta medida es especialmente importante dada 

la importancia del vínculo que tienen estas personas con su lugar de origen o sus comunidades” (párr. 

408). 

En opinión de Sarré y Figueroa (2019), la prisión preventiva y el cumplimiento de penas en centros 

penales estatales, importa una afectación de los derechos de las personas indígenas, pues prescinde 

de las consideraciones de injusticia social, criminalización de la pobreza, la situación de vulnerabilidad 

y las alternativas ofrecidas en el sistema multicultural indígena, las que se ajustarían de mejor manera 

a sus derechos (8-9).  

 

Finalmente, no se debería perder de vista que en los sistemas sancionatorios indígenas, la sanción 

penal, en opinión de Villegas y Mella-Seguel, no tiene como fin castigar, sino reincorporar al individuo a 

la comunidad, tras la ruptura del bien jurídico colectivo: el equilibrio de las fuerzas comunitarias y el 

cosmos; por tanto, se identifican con la justicia restaurativa (2017: 74), y que tanto la prisión preventiva 

como el cumplimento de penas privativas de la libertad, podrían afectar otros derechos, por ejemplo, los 

derechos políticos, que tratándose de autoridades ancestrales, líderes o lideresas o dirigentes, afecte 

también a sus comunidades, por la naturaleza de sus funciones y sus posición social en la comunidad 

a la que pertenecen (Corte IDH, Norín Catrimán, 2015: párr. 385). 

 

III. Legislación comparada  
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En el análisis sobre el reconocimiento e implementación de los sistemas sancionatorio indígena, o más 

generalmente, la justicia indígena, se podrían considerar, a título ejemplar, tres grupos de países: 1) 

aquellos donde coexisten el sistema penal oficial estatal tradicional occidental y sistemas punitivos 

indígenas; 2) países que se enfocan a acercar la justicia oficial estatal a los pueblos originarios 

incorporando nuevas prácticas y capacitando al Poder Judicial; y 3) los países donde se relacionan el 

sistema penal oficial con los sistemas penales indígenas. A continuación, se analizará la forma en que 

se aborda el tema en países que han ratificado el Convenio 169 de la OIT.  

 

a) Bolivia 

 

En Bolivia, además de la Constitución15, diversas normas diseminadas en su ordenamiento jurídico 

regulan algunas de las materias objeto de este documento. Así, la Ley N° 73, de Deslinde Jurisdiccional 

(LDJ), de 2010, reconoce la igual jerarquía de la jurisdicción indígena originaria campesina con las 

demás y se funda, entre otros, en los principios en que se basa la ley: i) relación espiritual entre las 

naciones y pueblos indígena originario campesinos y la Madre Tierra; ii) pluralismo jurídico con igualdad 

jerárquica; iii) complementariedad, independencia; y, iv) igualdad y equidad de género. Comprende 

ámbitos de vigencia personal, material y territorial. Sus decisiones son obligatorias y deben ser acatadas 

por todas las personas y autoridades e irreversibles por las demás jurisdicciones16. 

 

La jurisdicción indígena originaria campesina (JIOC), es competente para conocer de los conflictos que 

histórica y tradicionalmente ha conocido bajos normas, procedimientos propios y saberes, en 

conformidad a su libre determinación. Se excluyen de su competencia material, los delitos graves, por 

ejemplo, los de lesa humanidad, la seguridad interna y externa del Estado, terrorismo, tráfico de 

personas, aquellos cometidos contra la integridad niños, niñas, adolescentes, homicidio, violación, 

asesinato, etc.17. 

 

Tratándose de penas privativas de la libertad, ejecutadas mediante el Sistema Progresivo, la Ley N° 

2298, de Ejecución Penal y Supervisión (LEPS), encarga al Consejo Penitenciario, determinar la 

clasificación y mantención o modificación del régimen de cumplimiento de condena, para lo cual 

considerará la opinión de la autoridad originaria de la comunidad a la que pertenece la persona 

condenada, para que la pena cumpla eficazmente su finalidad y respete su identidad cultural18. 

 

b) Colombia 

 

En su artículo 246, la Constitución Política del país, reconoce en favor de las comunidades indígenas 

una competencia jurisdiccional especial dentro de su ámbito territorial y en conformidad con sus propias 

normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y las leyes del país. 

 

                                                

15 Sobre el reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos indígenas ver: BCN. (2016). Pueblos 
indígenas y Constitución. Elaborado por Matías Meza-Lopehandía. Disponible en: http://bcn.cl/38v2s (octubre, 
2022). 
16 LDJ, arts. 3,4, 8 y 12. 
17 LDJ, art. 10. 
18 LEPS, arts. 157-159. 

http://bcn.cl/38v2s
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El artículo 29 de la Ley N° 65, de 1993, Código Penitenciario y Carcelario (CPC), establece que la 

detención preventiva, de las personas indígenas, entre otras, se llevará a efecto en establecimientos 

especiales o instalaciones proporcionadas por el Estado. Misma regla podrá aplicarse en caso de arresto 

durante fines de semana, arresto ininterrumpido, cumplimiento de fallos de tutela que impliquen privación 

de la libertad superior a diez (10) días y las privaciones de la libertad a las que se refiere el inciso cuarto 

del artículo 28 de la Constitución Política. Esta medida es facultativa, en caso de condena. 

 

Por su parte, la Ley N° 906, Código de Procedimiento Penal (CPCC), de 2004, exceptúa de la jurisdicción 

penal ordinaria aquellos asuntos que conozca la jurisdicción indígena19. Por su parte, el artículo 470, 

hace referencia a las medidas de seguridad para los indígenas. Pese a que estas no existen en el 

ordenamiento jurídico penal, fue declarado exequible por la Corte Constitucional20. Asimismo, esta 

Corte, en su sentencia T-515/16, concedió la protección de los derechos fundamentales al debido 

proceso y a la identidad cultural, debiendo ser cumplida la pena impuesta por la jurisdicción ordinaria en 

resguardo indígena, sin afectar su naturaleza ni su duración21. 

 

c) Costa Rica 

 

La Ley N° 9593, Acceso a la justicia de los pueblos indígenas de Costa Rica (LAJPI), de 2018, fija 

medidas para su acceso a la justicia considerando sus “condiciones étnicas, socioeconómicas y 

culturales, tomando en consideración el derecho indígena siempre y cuando no transgreda los derechos 

humanos, así como tomando en cuenta su cosmovisión”22. La administración de justicia debe dar 

prioridad a la tramitación y resolución de casos en que figuren personas indígenas, como medida de 

acción afirmativa23.  

 

La ley promueve la resolución alternativa de conflictos, con perspectiva restaurativa y con participación 

activa de la comunidad indígena involucrada, garantizando que entiendan el leguaje técnico y se buscara 

formas de negociación propias de su cosmovisión; no pudiendo incluir derechos indisponibles24. El juez 

de la causa, debe solicitar peritajes culturales, respecto a las costumbres, tradiciones y conceptos 

normativos25. Asimismo, reconoce el derecho a un intérprete y traductor costeada por el Estado, así 

como asistencia letrada y gratuidad de la justicia26. 

 

La Circular 5-26, de 2016, Instituto Nacional de Criminología, establece la Estrategia de Intervención a 

personas privadas de libertad, acordó como “Lineamiento Técnico” la aplicación de un proceso de 

atención diferenciado, la que debe incluir modalidades de atención disciplinaria, interdisciplinaria, 

individual y grupal. En la “Fase de Ingreso”: 

 

                                                

19 CPCC, art. 30. 
20 Corte Constitucional, Sentencia C-591-2005, Resuelvo 18. 
21 Corte Constitucional, Sentencia T-515/16, Resuelvo primero-tercero. 
22 LAJPI, art. 1. 
23 LAJPI, art. 4. 
24 LAJPI, art. 5. 
25 LAJPI, art. 8. 
26 LAJPI, arts. 6-7. 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

 

12 
 

 Procurar que la persona indígena sea ubicada o trasladada un Centro del Programa de Atención 

Institucional más cercano a su pueblo de origen o lugar de residencia actual en función de sus 

necesidades sociales, culturales y familiares. 

 Determinar la pertenencia y/o auto- identificación de la persona privada de libertad con algún 

pueblo indígena y su idioma. 

 Procurar la ubicación física de esta población en los mismos ámbitos de convivencia, para 

favorecer la comunicación, conservación del idioma indígena y prácticas culturales. 

 

En la “Fase de Acompañamiento”, se debe procurar la ubicación de las personas indígenas en los 

mismos espacios físicos, permaneciendo en ámbitos donde la dinámica convivencial, no incremente su 

vulnerabilidad27. 

 

d) Ecuador 

 

El artículo 171 de la Constitución Política de la República del Ecuador (CPRE), establece que 

autoridades comunales, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán sus funciones jurisdiccionales, 

con base a: i) tradiciones ancestrales; ii) el derecho propio; ii) dentro de su territorio, con participación 

de las mujeres; y iii) aplicando sus normas y procedimientos para resolución de conflictos. Es deber del 

Estado garantizar el respeto de las decisiones de la jurisdicción indígena. Estas decisiones están sujetas 

a control de constitucionalidad. Asimismo, las decisiones de los Jueces de Paz, no pueden prevalecer 

sobre la justicia indígena28. 

 

El Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ), reitera lo dispuesto en la Constitución29. Las funciones 

de justicia ejercidas por las autoridades de los pueblos indígenas constituyen una forma de servicio 

público30. El Título VIII del Código, regula las relaciones entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 

ordinaria. En cuanto a su ámbito de aplicación, reitera lo dicho por la Constitución, prohibiendo de 

manera absoluta invocar el derecho propio o consuetudinario para justificar o no sancionar la violación 

de derechos de las mujeres31.  

 

El artículo 344 del COFJ, reconoce la justicia intercultural, debiendo las y los operadores jurídicos 

respetar los principios de: i) diversidad (derecho propio, costumbres y prácticas ancestrales, cuyo fin es 

garantizar reconocimiento y realización de la diversidad cultural); ii) igualdad (se deben adoptar medidas 

para garantizar la comprensión de normas, procedimientos, y consecuencias jurídicas de procesos en 

que intervengan personas y colectividades indígenas); iii) non bis in ídem (prohíbe revisar y juzgar lo 

actuado por las autoridades de justicia indígena, sin perjuicio de del control de constitucionalidad); iii) 

pro jurisdicción indígena (preferencia de la jurisdicción indígena en caso de duda, con el fin de asegurar 

su autonomía y menor intervención); y iv) Interpretación intercultural (se deben interpretar los derechos 

en conflicto tomando elementos culturales vinculados con la costumbre, prácticas ancestrales, normas, 

                                                

27 Circular 5-26, Establece la Estrategia de Intervención a personas privadas de libertad, Acuerdo primero, segundo 
y tercero. Disponible en: http://bcn.cl/38mej (octubre, 2022). 
28 CPRE, art. 186. 
29 COFJ, art. 7. 
30 COFJ, art. 17. 
31 COFJ, art, 343. 

http://bcn.cl/38mej
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procedimientos del derecho propio de los pueblos, nacionalidades, comunas y comunidades indígenas). 

Por otra parte, el Consejo de la Judicatura, debe determinar, entre otros, los medios humanos y 

económicos para la coordinación y cooperación entre ambas jurisdicciones32. 

 

Asimismo, jueces y juezas, a solicitud de la autoridad indígena, deben declinar el conocimiento de un 

asunto cuando esté sometido al conocimiento de ellas y remitirles el proceso33. La Ley Orgánica de la 

Defensoría Pública (LOFP), por su parte, encarga a esta institución la defensa pública obligatoria y 

especializada de pueblos, comunidades y de comunas indígenas; por lo que los planes de formación de 

su personal, deben incluir, entre otros, el derecho indígena34. Además, para garantizar el acceso a la 

jurisdicción la lengua nativa, la Defensoría debe coordinar traductores e intérpretes que tengan 

conocimiento de la lengua y cultura35. 

 

e) México  

 

En México, es posible encontrar normas a nivel federal y en algunos Estados.  

 

A nivel de las normas federales, en los procesos penales, según dispone el artículo 45 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), los miembros de pueblos y comunidades indígenas tienen 

derecho a un intérprete con conocimientos de su lengua y cultura36. 

 

El artículo 420 del CNPP establece que tratándose de delitos que afecten los bienes jurídicos de pueblos 

y comunidades indígenas o personales de algunos de sus miembros, ya sea como víctima o imputado, 

o sus familiares, y acepten la forma en que la comunidad proponga resolver el conflicto, conforme a sus 

sistemas normativos, se declara extinguida la acción penal, salvo excepciones, por ejemplo, ausencia 

de perspectiva de género, afecte la dignidad, el interés superior de niños y niñas, y el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia. Se excluyen los delitos previstos para prisión preventiva oficiosa 

en este Código y en la legislación aplicable37. 

 

La Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP), dispone que la Autoridad Penitenciaria debe mantener una 

base de datos, donde, entre otros, de debe consignar la condición de identificación indígena y condición 

de habla indígena38. Asimismo cada Centro de detención debe contar un Protocolo, entre los cuales se 

encuentra el “De actuación en casos que involucren personas indígenas privadas de la libertad”39. 

 

El artículo 35 de la LNEP, establece que para determinar el Centro Penitenciario donde la persona 

indígena debe cumplir la pena privativa de libertad se pondera la pertenencia a su comunidad, 

adoptando la Autoridad Penitenciaria las medidas necesarias que conserven sus usos y costumbres, 

                                                

32 COFJ, art. 346. 
33 COFJ, art. 345. 
34 LOFP, art. 14, N° 5 y art. 18. 
35 LOFP, Disposición primera. 
36 CNPP, art. 45. 
37 CNPP, art. 420. 
38 LNEP, art. 27, F. 
39 LNEP, art. 33, XV. 
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evitando la asimilación forzada que menoscabe su cultura o se le segregue. Asimismo, el Centro debe 

contar con un intérprete certificado por el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas que hable y entienda 

la lengua madre de la persona privada de su libertad para asegurar que entienda todo el proceso que 

se sigue en su contra, así como sus obligaciones y derechos40. 

 

Por otra parte, la Ley que establece las normas mínimas sobre readaptación social de los sentenciados 

(LNMRS), considera los usos y costumbres y la lengua de los sentenciados indígenas, en la aplicación 

de la ley, la determinación del centro más cercano para cumplir la pena, aplicación de los tratamientos 

pre liberatorios; educación impartida en los centros; el reglamento interno del centro de reclusión41.  

 

Por su parte, en los Estados que han dictado normas en materia de justicia indígena, a modo ejemplar 

se pueden citar los Estado de Chiapas, Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo, etc.  

 

 Ley de Justicia Indígena del Estado de Quintana Roo (LJIQR) 

 

La LJIQR, define su Sistema de Justicia Indígena, como: “conjunto de disposiciones, órganos 

jurisdiccionales y procedimientos que garantizan a quienes integran las comunidades indígenas el 

acceso a la jurisdicción del Estado en materia de justicia, sustentado en el respeto a los usos, 

costumbres y tradiciones propios de su etnia”42. Dispone que jueces y juezas tradicionales, magistrados 

y magistradas de asuntos indígenas aplicarán en la resolución de controversias las normas de derecho 

consuetudinario indígena43. Quienes no acepten la mediación de estas autoridades o no lleguen a un 

acuerdo, o no se sometan a su arbitraje, pueden recurrir a la justicia ordinaria, en caso contrario, el 

convenio queda homologado a una sentencia ejecutoriada y la resolución de arbitraje tiene carácter de 

cosa juzgada44. 

 

Los jueces y juezas son competentes para resolver controversias en materia civil, familiar y penal. En 

materia penal tienen competencia en los delitos de: robo, abigeato, fraude, abuso de confianza, delitos 

de apicultura, daños y quedan expresamente excluidos los delitos graves45. Las medidas de apremio 

que pueden aplicar son: apercibimiento; multas; y arrestos hasta 36 horas46. Las penas que pueden 

imponer son: vigilancia de la autoridad; multa hasta de treinta salarios mínimos; reparación de daños y 

perjuicios; trabajo en favor de la comunidad; prohibición de ir a una circunscripción territorial determinada 

o de residir en ella; decomiso, pérdida de instrumentos y objetos relacionados con el delito; y las demás 

que prevenga la Ley47. 

 

El procedimiento de comparecencia ante autoridades tradicionales, están exentos de formalidades, son 

orales y se procura que se resuelvan en una sola audiencia. Toda persona que habite en la jurisdicción 

                                                

40 LNEP, art. 35. 
41 LNMRS, arts. 3, 6, 8 y 11. 
42 LJIQR, art. 6. 
43 LJIQR, art. 10. 
44 LJIQR, art. 11. 
45 LJIQR, arts. 14, 17 y 18. 
46 LJIQR, art. 20. 
47 LJIQR, art. 21. 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

 

15 
 

de la autoridad tradicional, tiene la obligación de comparecer. En la audiencia se certifica la pertenencia 

a la comunidad y domicilio, se ofrecen de alternativas de solución del conflicto viable y se dicta la 

resolución del mismo en la misma audiencia, salvo que se requiera un plazo mayor, el que no excederá 

de 5 días hábiles. En caso de incumplimiento, se procede por vía de apremio48. 

 

 Ley de Derechos y Cultura Indígenas del Estado de Chiapas (LDCI) 

 

La LDCI, reglamenta el artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Chiapas. Su Capítulo II, regula 

la jurisdicción indígena, cuyos usos, costumbres y tradiciones ancestrales de la comunidad, constituyen 

la base fundamental para la resolución de los conflictos, tienen aplicación dentro de la comunidad49. Los 

Juzgados de Paz y Conciliación Indígena, se rigen por los principios de oralidad, conciliación, 

inmediatez, sencillez y pronta resolución50. En materia penal, pueden aplicar sanciones en conformidad 

a sus usos, costumbres y tradiciones comunitarias donde ocurra el juzgamiento y sólo tienen 

competencia para juzgar las controversias entre indígenas de la misma comunidad o a diferentes 

comunidades, debiendo excusarse cuando una de las partes no es indígena51.  

 

En los delitos que no sean considerados graves por las leyes vigentes en el Estado, a solicitud del 

sentenciado y la autoridad tradicional de la comunidad a la que pertenece, las autoridades judiciales 

pueden sustituir las penas privativas de la libertad por trabajos en beneficio de la comunidad, siempre 

que se haya reparado el daño y la multa, según corresponda. En este caso, la autoridad tradicional tiene 

la custodia del sentenciado por el tiempo que duren los trabajos comunitarios52. Asimismo, la ley 

consagra el derecho de toda persona indígena a que en el proceso se designe un traductor que conozca 

su lengua y cultura, y el derecho a utilizar su propia lengua y dispone la contribución de los gastos de 

traslado de los testigos, desde su comunidad hasta el juzgado más cercano, para prestar declaración53. 

 

En materia de cumplimiento de las penas privativas de la libertad, la ley establece que los 

establecimientos donde cumplan las personas indígenas sus condenas, deberán contar con programas 

especiales que colaboren a su rehabilitación, los que deben respetar la lengua y las costumbres. 

También, reconociendo la situación de vulnerabilidad de la población indígena, se contempla la 

contribución económica para el pago, en todo o parte, de la caución para obtener la libertad54.  

 

f) Perú 

 

La Constitución Política del Perú (CPP), reconoce el derecho de toda persona a su identidad étnica y 

cultural, y dispone, además, que tratándose de la administración de justicia, las autoridades de las 

comunidades campesinas y nativas, con el apoyo de las rondas campesinas, pueden ejercer las 

                                                

48 LJIQR, art. 24-28. 
49 LDCI, art. 11. 
50 LDCI, art. 12. 
51 LDCI, art. 13-14. 
52 LDCI, art. 16. 
53 LDCI, art. 17-18. 
54 LDCI, art. 22-23. 
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funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, 

con la limitación que no vulneren los derechos fundamentales55. 

 

La Ley de Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de la Selva y Ceja de Selva (LCNDA), Decreto 

Ley N° 22175, establece que las controversias de mínima cuantía de naturaleza civil, originadas entre 

miembros de una Comunidad Nativa, y las faltas que se cometan, son resueltas o sancionadas de 

acuerdo a sus órganos de gobierno. En caso de los procesos penales, los Tribunales, deben tener en 

cuenta en sus resoluciones “las costumbres, tradiciones, creencias y valores socio-culturales de las 

Comunidades”56. 

 

Asimismo, el respeto de las costumbres, como fundamento en la solución de conflictos, se puede 

observar en la Ley N° 27.908, de Rodas Campesinas. Siguiendo la idea de la protección de la paz en la 

comunidad, Las Rondas Campesinas, pueden solucionar de manera pacífica los conflictos suscitados 

en la Comunidad, sus organizaciones y externos, siempre que el hecho se origine en la comunidad57.  

 

 

 

                                                

55 CPP, arts. 2, N° 19 y art. 149. 
56 LCNDA, art. 19. 
57 LRC, art. 7. 
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IV. Cuadro Resumen 

 

El siguiente cuadro resume los principales aspectos sobre el reconocimiento de los sistemas sancionatorios o penales indígenas, las 

competencias de las autoridades de los pueblos indígenas, los conflictos que quedan excluidos y los aspectos relacionados con la 

aplicación de las penas privativas de la libertad en Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y Perú. 

 

 

País Reconocimiento Conflictos que comprende Conflictos que excluyen – o 
limitaciones 

Penas privativas de la libertad 

 
 
 
 

 
Bolivia 

 
Igual jerarquía, fundada en: 
 
- Relación espiritual entre naciones y la 
madre tierra. 
- Pluralismo jurídico. 
- Complementariedad e independencia. 
- Igualdad y equidad de género (Ley N° 73, 
LDJ). 

 
- Aquellos que histórica y 
tradicionalmente han conocido bajo 
sus normas, procedimientos y saberes 
propios (Ley N° 73, LDJ, art. 10). 

 
Se excluyen delitos graves, por ejemplo: 
 
- Lesa humanidad. 
- Seguridad interna y externa del Estado. 
- Terrorismo. 
- Corrupción. 
- Los cometidos contra niños, niñas y 
adolescentes. 
- Homicidio, violación, asesinato. (Ley N° 
73, LDJ, art. 10). 

 
El Consejo Penitenciario considera la 
opinión de la autoridad originaria de la 
comunidad a la que pertenece la 
persona condenada, para que la pena 
sea: 
- Eficaz; y 
- Respete la identidad cultural. (Ley 
2298, de Ejecución Penal y 
Supervisión (LEPS), arts. 157-159. 

 
 
 
 

 
 

Colombia 

  
 
 
 
Se excluyen de la jurisdicción penal 
ordinaria que conozca la jurisdicción 
indígena (Ley N° 906, Código de 
Procedimiento Penal (CPCC), art. 30). 
 

  
- Detención preventiva, arrestos varios 
y otros, y privativas del art. 28 de la 
Constitución, en establecimientos 
especiales o habilitados por el Estado 
(Ley N° 65, de 1993, Código 
Penitenciario y Carcelario (CPC), art. 
29). 
 
- Corte Constitucional por sentencia T-
515/16, pena impuesta en jurisdicción 
ordinaria, debe ser cumplida en 
reguardo indígena, sin alterar su 
naturaliza ni duración. 

 
 
 
 
 
 

 
Ley N° 9593, Acceso a la justicia 
 
- Fija medidas de acceso a justicia por parte 
de pueblos indígenas, considerando:  
- condiciones étnicas. 

  
Ley N° 9593, Acceso a la justicia 
 
- Los derechos humanos (LAJPI, art. 1.) 
 

 
Circular 5-26, Instituto Nacional de 
Criminología 
 
- Fase de ingreso al sistema: procura 
que una persona indígena sea ubicada 
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Costa Rica 

- socioeconómicas y culturales. 
- el derecho indígena (. 
- cosmovisión (LAJPI, art. 1) 
 
- Promueve la resolución alternativa de 
conflictos con perspectiva restaurativa y 
participación activa de la comunidad (22 
LAJPI, art. 5.). 
 
- Da prioridad a la resolución de casos en que 
figuran personas indígenas (22 LAJPI, art. 4). 
 
- Se reconoce derechos como: asistencia 
letrada, intérprete y traductor, peritajes 
culturales, respeto a las costumbres, 
tradiciones y conceptos normativos (LAJPI, 
art. 6-8). 
 

- Los derechos indisponibles (LAJPI, art. 
5). 

o traslada a un Centro de Atención 
Institucional más cercano a su pueblo 
o comunidad. 
- Procurara ubicación física de esta 
población en los mismos ámbitos de 
convivencia, con el fin de: 
i) favorecer la comunicación. 
ii) conservación del idioma indígena. 
iii) prácticas culturales. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Ecuador 

 
Constitución Política 
 
- Autoridades comunales, pueblos y 
nacionalidades indígenas ejercen funciones 
jurisdiccionales (art. 171 y 186 CPRE). 
- Dictan justicia con base en: i) tradiciones 
ancestrales; ii) derecho propio; iii) dentro del 
territorio, con participación de las mujeres. 
 
- Las decisiones de Jueces de Paz, no 
prevalecen sobre resoluciones de justicia 
indígena. 
 
- Decisiones de autoridades están sujetas a 
control de constitucionalidad. 
 
Código Orgánico de la Función Judicial 
(COFJ) 
 
- Funciones de Autoridades ejerciendo 
funciones de justicia es una forma se servicio 
público (art. 17). 
 

 
 
- Los asignados tradicionalmente a 
autoridades, pueblos y nacionalidades 
indígenas. 
 
- Aquellos respectos de los cuales la 
autoridad indígena solicita que decline 
conocimiento (COFJ, art. 345. 

 
Código Orgánico de la Función Judicial 
(COFJ) 
 
- Prohíbe invocar derecho propio o 
consuetudinario para justificar o no 
sancionar violación de derechos de las 
mujeres (COFJ, art, 343). 
 
- Se prohíbe revisar y juzgar lo actuado por 
las autoridades de justicia indígena, sin 
perjuicio de del control de 
constitucionalidad (art. 343). 
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México 

 
1) Nivel Federal 
 
- Garantiza acceso a la jurisdicción estatal.  
- Se debe considerar las costumbres y 
especificidades culturales, con respeto de la 
Constitución. (CPEM, art. 2, A, viii.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2) Normas estatales 
 
a) Ley de Justicia Indígena del Estado de 
Quintana Roo (LJIQR) 
 
- Reconoce el sistema de justicia indígena y lo 
define (LJIQR, art. 6). 
 
- Jueces/as tradicionales y magistrados/as de 
asuntos indígenas deben aplicar el derecho 
consuetudinario indígena (LJIQR, art. 10). 
- Quienes no acepten mediación de 
autoridades tradicionales pueden recurrir a 
justicia ordinaria, en caso contrario, la 
resolución es homologada y adquiere 
autoridad de cosa juzgada (LJIQR, art. 11). 
 
- Procedimiento de comparecencia ante 
autoridad tradicional es desformalizado, 
orales y procura resolverse en una única 
audiencia (LJIQR, art. 24-28). 

 
1) Nivel Federal 
 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales (CNPP) 
 
- Delitos que afecten bienes jurídicos 
de las comunidades y pueblos o 
personales. 
 
- Si acepten la forma en que la 
comunidad proponga resolver el 
conflicto, conforme a sus sistemas 
normativos, se declara extinguida la 
acción penal (CNPP, artículo 420). 
 
Excepciones a la extinción de la acción 
penal, entre otros: 
 
- ausencia de perspectiva de género. 
- afecte a la dignidad. 
- afecte al interés superior de niñas y 
niños. 
- el derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia. 
 
 
2) Normas estatales 
 
a) Ley de Justicia Indígena del 
Estado de Quintana Roo (LJIQR) 
 
- Jueces/as tienen competencia para 
resolver controversias en materia civil, 
familiar y penal. 
 
- En materia penal son competentes 
para conocer delitos de: robo, 
abigeato, fraude, abuso de confianza, 
delitos de apicultura, daños (LJIQR, 
arts. 14, 17) 
 
- Sanciones que pueden aplicar: 
 
a) Apremios: apercibimiento; multas; y 
arrestos hasta 36 horas (LJIQR, art. 
20). 
 

 
1) Nivel Federal 
 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales (CNPP) 
 
- Se excluyen los delitos previstos para 
prisión preventiva oficiosa en este Código 
y en la legislación aplicable (CNPP, 
artículo 420). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2) Normas estatales 
 
a) Ley de Justicia Indígena del Estado 
de Quintana Roo (LJIQR) 
 
- Jueces/as no son competentes para 
conocer aquellos delitos graves (LJIQR, 
arts. 18). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1) Nivel Federal 
 
Ley Nacional de Ejecución Penal 
(LNEP) 
 
- Autoridad penitenciaria debe  contar 
con base de datos donde se señale 
condición de identificación indígena y 
lengua (LNEP, art. 27, F). 
 
- Se debe contar con Protocolo de 
Actuación (LNEP, art. 33, XV). 
 
- Se debe evitar la asimilación forzada 
y menoscabo de la cultura y 
segregación, para lo cual cada Centro 
Penitenciario debe ponderar la 
pertenencia a la comunidad, 
adoptando la autoridad penitenciaria 
medidas para la conservación de los 
usos y costumbres (LNEP, art. 35). 
 
 
 
 
 
2) Normas estatales 
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b) Ley de Derechos y Cultura Indígenas del 
Estado de Chiapas (LDCI) 
 
- Se reconoce la jurisdicción indígena. 
- Usos, costumbres y tradiciones ancestrales 
de la comunidad, constituyen la base 
fundamental para la resolución de los 
conflictos (LDCI, art. 11). 
 
- Juzgados de Paz y Conciliación Indígena, se 
rigen por los principios de oralidad, 
conciliación, inmediatez, sencillez y pronta 
resolución (LDCI, art. 12). 
 
 

b) Penas que pueden imponer son: 
vigilancia de la autoridad; multa hasta 
de treinta salarios mínimos; reparación 
de daños y perjuicios; trabajo en favor 
de la comunidad; prohibición de ir a 
una circunscripción territorial 
determinada o de residir en ella; 
decomiso, pérdida de instrumentos y 
objetos relacionados con el delito; y las 
demás que prevenga la Ley (LJIQR, 
art. 21). 
 
 
b) Ley de Derechos y Cultura 
Indígenas del Estado de Chiapas 
(LDCI) 
 
- En materia penal pueden aplicar 
sanciones de acuerdo a sus usos, 
costumbres y tradiciones comunitarias 
y sólo respecto de personas indígenas 
de la misma comunidad. (LDCI, art. 13-
14). 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
b) Ley de Derechos y Cultura Indígenas 
del Estado de Chiapas (LDCI). 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
b) Ley de Derechos y Cultura 
Indígenas del Estado de Chiapas 
(LDCI) 
 
- En delitos que no se consideran 
graves por la ley, a solicitud del 
sentenciado y autoridad tradicional, las 
autoridades judiciales pueden sustituir 
las penas privativas de la libertad por 
trabajos en beneficio de la comunidad. 
 
- Para que procesa sustitución de la 
pena se debe haber reparado el daño y 
la multa, según corresponda (LDCI, art. 
16). 
 
- La autoridad tradicional tiene la 
custodia del sentenciado por el tiempo 
que duren los trabajos comunitarios 
(LDCI, art. 16.). 
 
- Los establecimientos donde cumplan 
condena personas indígenas deben 
contar con programas que colaboren a 
su rehabilitación, el respeto de la 
lengua y las costumbres y se considera 
contribución al pago, en todo o parte, 
para obtener la libertad (LDCI, art. 22-
23). 
 

 
 
 
 
 

  
- Controversias de mínima cuantía 
de naturaleza civil y faltas. 
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Perú 

Son Sancionadas por: los órganos de 
gobierno de la comunidad nativa. 
(Ley de Comunidades Nativas y de 
Desarrollo Agrario de la Selva y Ceja 
de Selva (LCNDA), Decreto Ley N° 
22175, art. 19). 
 
- Procesos Penales: 
 
Tribunales ordinario, resuelven 
conforme a:  
- La costumbre, tradiciones, creencias 
- Valores socio-culturales de las 
comunidades (LCNDA, art. 19) 
 
- Ley N° 27.908, de Rondas 
Campesinas 
 
Habilita para resolver conflictos 
suscitados en la comunidad, sus 
organizaciones y externos, cuando el 
hecho se origine en la comunidad (art. 
7). 
 

 

Fuente: Elaboración propia.
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